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	Motivo: Amparo

	Recurrente: ROSARIO VARGAS ALFARO / ALBACEA DEFINITIVA / SUCESIONES ACUMULADAS DE RAÚL VARGAS FUENTES Y TEODOLINDA ALFARO HERRERA

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que el Gobernador ordenó al Agente Principal de Policía de Santiago Oeste, tender una cerca divisoria dentro del inmueble que pertenece a las mortuales acumuladas mencionadas, con lo cual infringió, según lo afirma, el artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que dicha albacea arbitrariamente procedió a destruir una cerca divisoria que por más de cincuenta años divide la propiedad de su representadas con el inmueble en que está ubicado el edificio viejo de la Escuela Antigua y ha estado instalada la Agencia Principal de Policía de Santiago Oeste y hoy en día también el Centro de Nutrición de ese lugar, alegando que esa propiedad pertenece a las sucesiones citadas y no al Estado que la ha poseído y la posee actualmente.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La recurrente admite expresamente haber permitido por espacio de muchos años el uso, aprovechamiento y disfrute de una parcela, para que se instalara la escuela del lugar, un Centro de Nutrición y la Agencia de Policía, todo ello con el consentimiento de los dueños de la propiedad.  
Es incuestionable que quien se ha situado en una posición contraria a derecho ha sido la albacea al proceder per se, en forma arbitraria, con amenaza del derecho del Estado sobre lo que, por muchos años ha estado bajo posesión real suya.  


N° 47
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiocho de julio de mil novecientos sesenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Calzada, Jacobo, Coto, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto, Valverde, Trejos, Jugo, Odio y del suplente Quesada.
Artículo VIII
Se entró a conocer del recurso de Amparo formulado por la señora Rosario Vargas Alfaro, en su condición de albacea definitiva de las sucesiones acumuladas de Raúl Vargas Fuentes y Teodolinda Alfaro Herrera, contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en memorial de fecha 16 de julio en curso, por cuanto dicho Gobernador ordenó al Agente Principal de Policía de Santiago Oeste, tender una cerca divisoria dentro del inmueble que pertenece a las mortuales acumuladas mencionadas, con lo cual infringió, según lo afirma, el artículo 45 de la Constitución Política.

El señor Alejandro Morera Soto, Gobernador de la Provincia de Alajuela, al rendir el correspondiente informe, por telegrama de fecha 19 de los corrientes, dice que él no ordenó tender una cerca divisoria dentro de la propiedad de las sucesiones recurrentes, sino que lo acontecido fue que dicha albacea arbitrariamente procedió a destruir una cerca divisoria que por más de cincuenta años divide la propiedad de su representadas con el inmueble en que está ubicado el edificio viejo de la Escuela Antigua y ha estado instalada la Agencia Principal de Policía de Santiago Oeste y hoy en día también el Centro de Nutrición de ese lugar, alegando que esa propiedad pertenece a las sucesiones citadas y no al Estado que la ha poseído y la posee actualmente.

Discutido el asunto, se acordó: Declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: El señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, comprendido en el presente recurso de Amparo, al ordenarle al Agente Principal de Policía de Santiago Oeste de Alajuela, por oficio de fecha once de los corrientes “…proceder a levantar la tapia destruida por los colindantes Sucesión de Raúl Vargas y a impedir que se cometan nuevos abusos de esa clase…” (textual) no ha incurrido en violación alguna de la garantía contenida en el artículo 45 de la Constitución Política, sobre inviolabilidad de la propiedad, por las razones que seguidamente se dan.


En el libelo de Recurso, la albacea de las sucesiones de los señores Raúl Vargas Fuentes y Teodolinda Alfaro Herrera, dueñas según certificación aportada a estos autos – por partes iguales de la finca número ciento cuarenta y seis mil trescientos setenta y nueve del partido de Alajuela, admite expresamente el hecho de haber permitido “por espacio de muchos años” (textual) el uso, aprovechamiento y disfrute de una parcela, primero, para que en ésta se instalara un edificio destinado a la escuela del lugar; y luego, al ser construido en otra parte un edificio para el mismo fin, para que fuera ocupado por un Centro de Nutrición y como oficina de la agencia de Policía; todo ello con el consentimiento de los dueños de la propiedad.  Admite también la citada albacea, el hecho de haber procedido “en mi calidad de albacea y heredera en tales mortuales “(textual) a destruir lo que llama “restos de cerca” y que al parecer se trata de la divisoria en la colindancia entre ambos predios; el ocupado por las sucesiones respectivas y el poseído de hecho por el Estado, ya que tanto el Centro de Nutrición como la Agencia de Policía son organismos suyos.  El señor Gobernador, en su informe, ha concretado su intervención al tener noticia de la remoción de la cerca divisoria a que se ha hecho referencia, a ordenar a su subalterno, el Agente de Policía del lugar de la cuestión, restablecer la misma a su estado primitivo, negando dicha autoridad haber dado ninguna orden distinta a la expresada; en otras palabras, que todo lo que se propuso fue dejar las cosas en el mismo estado en que se encontraban en punto a la separación de ambos fundos mediante la referida divisoria.


Con examen de los hechos de relieve que se apunta, es incuestionable que quien precisamente se ha situado en una posición contraria a derecho, ha sido la albacea como representante legal de las sucesiones ya citadas, al proceder per se, en forma arbitraria, con amenaza del derecho del Estado sobre lo que, por muchos años – más de cincuenta según lo dice el señor Gobernador – ha estado bajo posesión real suya.  El camino a seguir por las sucesiones interesadas, es otro el que señala nuestro ordenamiento jurídico; no el adoptado en la especie.  Lo menos que podía hacer el señor Gobernador, ante una situación antijurídica como la ocurrida, como representante o agente del Poder Ejecutivo en la Provincia de Alajuela (artículo 47 de las Ordenanzas Municipales) y a quien el artículo 50 de éstas confía el cuidado – entre otros – de lo relativo a los bienes situados en su jurisdicción, era actuar, en el caso, como lo hizo, en resguardo, no solamente de la normalidad jurídica amenazada de facto, sino también de la posesión ejercida por el Estado.  En consecuencia, por no ser la acción del señor Gobernador, lesiva de la garantía que consagra el artículo 45 de la Carta Política, que en el Recurso de acusa de violada, procede desestimar la demanda de Amparo que se conoce. 

